
	

	
	
	 	
 

 

De acuerdo con lo que marca la propia fracción IV del Artículo 31 Constitucional, el contribuir 

a los gastos públicos de la Federación, de las Entidades Federativas y de los Municipios, 

constituye una obligación ciudadana de carácter público, como pueden serlo el prestar servicio 

militar o el hacer que los hijos concurran a las escuelas públicas o privadas para obtener la 

educación primaria elemental. Este deber vinculado al Principio de Generalidad significa que 

toda persona que se ubique en alguna de las hipótesis normativas previstas en una ley 

tributaria expedida por el Estado Mexicano automáticamente adquiere la obligación de cubrir 

el correspondiente tributo, dentro del plazo que la misma ley establezca. Al respecto, es 

necesario insistir en que los tributos o contribuciones son ingresos tributarios que el Estado 

imprescindiblemente requiere para el desarrollo de sus actividades. Por ello, una vez que se 

ha consagrado su existencia normativa a través de la expedición de una ley que reúna los 

requisitos constitucionales respectivos, el Fisco está facultado para hacerlos efectivos 

mediante el uso de todas las atribuciones que le confiere el hecho de ser un órgano 

representativo de los poderes públicos. 

 
El Principio de Obligatoriedad en Materia Fiscal tiene que entenderse en función no de la 

existencia de un simple deber a cargo de los sujetos pasivos de la relación jurídico-tributaria, 

sino como una auténtica obligación pública, de cuyo incumplimiento pueden derivarse severas 

consecuencias para los particulares. El contribuir al sostenimiento de los gastos públicos no 

es, en modo alguno, una donación graciosa o una aportación voluntaria. Se trata de un 

verdadero sacrificio económico que las circunstancias imponen a la ciudadanía con el objeto 

de que puedan contar con una serie de servicios públicos y obras de beneficio colectivo, sin 

las cuales la vida en sociedad resultaría prácticamente imposible. Por eso nuestra 

Constitución le impone el carácter de obligación pública y por eso faculta expresamente al 

Estado para llevar a cabo, en las situaciones que así lo ameriten, el aludido procedimiento 

económico-coactivo. Así como lo menciona el Artículo 22 de nuestra Ley Suprema: “No se 

considerará como confiscación de bienes la aplicación total o parcial de los bienes de una 

persona, hecha por la autoridad judicial, para el pago de la responsabilidad civil resultante de 

la comisión de un delito, o para el pago de impuestos o multas”. 
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La propia Constitución, al mismo tiempo que estatuye el Principio de Obligatoriedad como un 

deber ciudadano de orden público, otorga al Estado los instrumentos jurídicos adecuados para 

velar por su plena vigencia y su cabal cumplimiento. De ahí la singular importancia de que sin 

duda está revestido este segundo Principio que hemos desprendido de la invocada fracción 

IV de nuestro Artículo 31 Constitucional. 
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